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Nos enfrentamos a una crisis sanitaria sin precedentes y de una extraordinaria amplitud y gravedad, 
tanto por el extraordinario riesgo de contagio y el alto número de ciudadanos afectados, con la 
consiguiente presión sobre los servicios sanitarios, como por el elevado coste social y económico 
derivado de las medidas extraordinarias de contención y distanciamiento adoptadas por los Estados.

Las necesarias medidas de contención adoptadas han tenido un impacto económico y social 
muy relevante, ya que han supuesto reducir la actividad económica y social de forma temporal, 
restringiendo la movilidad y paralizando la actividad en numerosos ámbitos; con las consiguientes 
pérdidas de rentas para trabajadores y hogares, así como para las diferentes empresas y sectores 
de la economía española.

La pandemia provocada por la COVID-19 ha causado un brutal impacto en la actividad 
económica del país y del resto del mundo pero también ha provocado una profunda crisis 
social que está afectando especialmente a las personas en mayor situación de vulnerabilidad. 
La reducción de ingresos en los hogares con menores de edad que ya partían de una situación de 
desventaja, unido a la incertidumbre sobre el futuro están comprometiendo seriamente el bienestar 
y desarrollo de miles de niños y niñas, abocándolos a una pobreza extrema y prolongada.

Además de la pérdida de miles de vidas por la enfermedad, la pandemia ha tenido efectos 
devastadores en la economía, que ha cerrado el año 2020 con una caída del PIB estatal del 11% 
con respecto del año anterior, una de las más severas a escala mundial. Recordemos que, como se 
ha señalado ya en este capítulo, con anterioridad a la pandemia la pobreza infantil en 2019 afectaba 
a más de 2 millones de personas menores de edad en España, lo que significaba que un 13 por 100 
de niños y niñas en España vivía en situación de pobreza severa, mientras que un 27,4 por 100 vivía 
en situación de pobreza moderada. 

Otras fuentes, sin embargo, elevaban dichas cifras, como es el caso del indicador AROPE, que 
apuntaba a un 30 por 100. En el caso de Andalucía, este indicador eleva la cifra al 36,9 por 100, lo 
que significa que uno de cada tres niños andaluces vivía ya en una situación de pobreza moderada 
cuando estábamos remontando la crisis económica y antes de que llegara la pandemia.

Esta grave situación de deterioro de la economía española ha sido constatada también a 
nivel internacional. La Comisión Europea ha advertido en sus documentos de recomendaciones a 
España22, elaborado en mayo de 2020, que Andalucía sufrirá de manera especial las consecuencias 
de la crisis sanitaria. Para la Comisión, las consecuencias socio-económicas de la pandemia se 
distribuirán probablemente de forma desigual en las distintas comunidades autónomas españolas 
debido a sus diferentes modelos de especialización. Y cita a las regiones más dependientes del 
turismo, tales como las de la costa mediterránea, Andalucía o las islas Baleares y las islas Canarias, 
en donde más de la cuarta parte de los empleos están relacionados con este sector. Ello conlleva 
riesgo sustancial de que se amplíen las disparidades en el país.

Todas estas cifras y datos traídos a colación dibujan un panorama inquietante. Andalucía está siendo 
una de las comunidades autónomas donde las nefastas consecuencias sociales y económicas 
de la actual crisis se están dejando sentir con mayor profundidad. Una crisis que como siempre 
incide con mayor énfasis sobre las personas más desfavorecidas y aquellas que ya partían de una 
situación de desventaja: niños y niñas que viven en hogares más vulnerables. 

La pandemia ha agravado la pobreza infantil, ha incrementado la desigualdad y ha actuado 
como potenciador de la pobreza en los niños más vulnerable. Nunca antes las familias se 
habían empobrecido tanto ni de manera tan rápida. 

6.4.3 ¿Cómo ha incidido la pandemia en los derechos de la infancia y adolescencia más 
empobrecida?

Desde que comenzó la pandemia por la COVID-19, el efectivo ejercicio de muchos de los 
derechos de niños, niñas y adolescentes se han visto condicionados o mermados. Esta realidad 
22 https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/2020-european-semester-csr-comm-recommendation-spain_es.pdf

https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/2020-european-semester-csr-comm-recommendation-spain_es.pdf
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ha sido reconocida por el propio Comité de los Derechos del Niño, que ha alertado de los graves 
efectos físicos, psicológicos y emocionales que puede tener la pandemia en la población infantil y 
adolescente23.

Sin embargo, los documentos normativos desarrollados durante la pandemia han tenido una visión 
adultocéntrica de la infancia y adolescencia que ha impedido que entrase en juego el Enfoque de 
Derechos, como un modelo que dirige su mirada hacia los niños, niñas y adolescentes, considerándolos 
sujetos de derechos activos con competencias suficientes para incidir en su entorno, poniendo el 
foco en su capacidad de opinar sobre todas las cosas que les afectan24.

Esta Institución ha venido desarrollando una intensa labor desde que se decretó el estado de alarma 
y ha sido fiel testigo de cómo el escenario descrito ha tenido su incidencia en la vida de miles de 
niños y niñas de Andalucía. Nuestra experiencia y el trabajo realizado en los últimos meses nos 
permite hacer una valoración sobre cómo la pandemia y las medidas adoptadas por las autoridades 
para evitar la propagación del virus han influido en el disfrute y ejercicio de los derechos de niños y 
adolescentes en Andalucía. 

1.- Pobreza, pandemia y derecho a la salud: La enfermedad provocada por el coronavirus 
no ha atacado a niños y niñas con la crudeza despiadada que lo ha hecho con los adultos, 
y los casos detectados de aquellos a nivel mundial están siendo en un elevado porcentaje 
asintomáticos o de carácter leve. En Andalucía, según un informe de la Consejería de Salud y 
Familias sobre la evolución de la pandemia del COVID-19 en nuestra Comunidad Autónoma, 
a mediado de junio de 2020, de los casos confirmados, sólo un 0,5 por 100 corresponde a 
población entre 0 y 15 años. Probablemente esta baja incidencia de la enfermedad haya 
contribuido a la escasa visibilidad de la infancia y adolescencia en la gestión de la emergencia 
mundial. 

Sin embargo, la escasa incidencia de la enfermedad no ha impedido que la pandemia afecte 
al derecho a la salud de los menores. El Comité de los Derechos del Niño ya ha señalado, en 
este ámbito, la necesidad de reforzar la provisión de servicios básicos de atención médica 
así como fortalecer la atención a niños y niñas con discapacidad o enfermedades crónicas.

Una consecuencia directa en la salud física de los niños ha sido el posible incremento de la 
obesidad y sobrepeso, fenómenos que, como hemos tenido ocasión de analizar, se manifiesta 
en la infancia y adolescencia con menores recursos económicos. La Sociedad Española de 
Obesidad (SEEDO) estima un incremento medio cercano al 5% en el peso de la población 
infantil y adolescente tras el confinamiento. En ello han tenido que ver tanto la disminución 
de una ingesta calórica adecuada, determinada en gran medida por la crisis económica que 
ha golpeado en hogares más desfavorecidos y el cierre de comedores escolares, como el 
incremento del sedentarismo debido a una interrupción de las actividades físicas (escolares 
y extraescolares). 

También la pandemia y sus terribles consecuencias han extendido sus tentáculos a la salud 
mental de miles de niños y niñas. Problemas de ansiedad o depresión parecen ser los más 
comunes y se han visto agravados los problemas de salud mental ya existentes antes del 
confinamiento. Las preocupaciones familiares por el futuro económico, el desempleo, el 
cierre de los colegios durante el confinamiento, la incertidumbre generalizada sobre el futuro, 
la interrupción de terapias específicas, la violencia en el ámbito familiar, o las enfermedades 
mentales de los progenitores son factores que pueden influir negativamente en patologías 
mentales previas.

23 Comité de los Derechos del Niño. Declaración sobre el grave efecto físico, emocional y psicológico de la pandemia COVID-19 
en los niños y niñas. 2020 

24 Berta Ruiz, David Gómez y Ainhoa Rodríguez: “Los derechos de la infancia durante el confinamiento”. Escuela Andaluza de 
Salud Pública. Consejería de Salud y Familias.
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Pero la pandemia ha tenido una especial incidencia negativa en la salud mental de los niños 
más vulnerables. Aquellos que parten de una situación de desventaja respecto de los demás, 
entre los que se encuentran niños y niñas en riesgo de exclusión social.

En la comparecencia del titular de la Institución en la Comisión de Regeneración del 
Parlamento, el Defensor del Menor abogó por que la salud mental de la infancia y adolescencia 
ocupe un lugar destacado en las políticas que se diseñen para la recuperación de la crisis 
provocada por la COVID-19 en nuestra Comunidad Autónoma. Debemos actuar de forma 
urgente en la prevención y detección de los problemas de salud mental que hayan podido 
surgir tras el confinamiento o bien que se hayan visto agravados como consecuencia del 
mismo. 

La salud mental no debe quedar olvidada o relegada a un segundo plano. Es necesario 
fortalecer la red de salud mental y de apoyo psicosocial para las personas menores de edad. 
Una red que, por otro lado, parte de una endémica infradotación en el sector de la infancia y 
adolescencia. Es en este contexto en el que la Institución ha reclamado reforzar las Unidades 
de Salud Mental Infanto Juvenil para atender adecuadamente toda la demanda, poniendo 
los medios necesarios para evitar su saturación. 

2.- Pobreza, pandemia y derecho a la educación: Las ventajas que reporta el uso de las 
TIC adquieren un singular protagonismo en la vida de niños, adolescentes y jóvenes. En 
concreto internet posibilita la superación de las desigualdades en el acceso a la información 
propiciadas por el lugar de residencia o por la existencia de algún tipo de discapacidad. Es, 
además, un instrumento inigualable para fomentar las relaciones con personas de otros 
países y culturas, y amplía hasta el infinito las posibilidades de niños y jóvenes de acceder a 
un ocio creativo. Y sobre todo el acceso a internet representa una herramienta básica en el 
ámbito educativo al facilitar el acceso a múltiples recursos y oportunidades de aprendizaje 
y refuerzo. En definitiva, la adquisición plena de habilidades y competencias digitales para 
niños y adolescentes es necesaria para su inclusión social.

Pero a pesar de la importancia de las competencias digitales y de su trascendencia en la vida 
de niños y niñas, no todos ellos tienen acceso a estas potentes herramientas imprescindibles 
en los actuales momentos. Para muchos niños que viven en hogares en situación de 
vulnerabilidad el uso de internet no es posible. Son víctimas de la brecha digital. Una brecha 
que se abre en varios ámbitos: entre quienes tienen y no tienen acceso a internet; entre 
quienes disponen de dispositivos adecuados para el acceso y para quienes tienen vetada 
dicha posibilidad; y entre familias con competencias digitales y entre quienes carecen de 
ellas. 

De nuevo la pobreza irrumpe y condiciona la vida y el desarrollo educativo de muchos niños y 
niñas. Y es que educación y pobreza se encuentran estrechamente relacionadas. La ausencia 
de la primera es a la vez causa y efecto de la segunda. De este modo, sin educación se tienen 
muchas más posibilidades de ser pobre; y siendo pobre se tienen más dificultades para 
acceder a la educación.

Además de ello, los estudios sociológicos demuestran que la familia es un factor determinante 
para explicar las desigualdades educativas. En general, los niños más desfavorecidos 
socialmente acceden más tarde a la oferta educativa, obtienen peores resultados a lo 
largo de su etapa escolar y abandonan antes el sistema educativo de lo que lo hacen los 
menores de familias más favorecidas. Y la escuela representa un elemento fundamental de 
igualación educativa, circunstancia que se ve truncada cuando no se facilita al alumnado 
las herramientas necesarias para continuar su proceso de enseñanza-aprendizaje. Entre 
estas herramientas, en los momentos actuales, qué duda cabe, internet cobra un singular 
protagonismo.
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El Instituto Nacional de Estadística aporta datos sobre el alcance de la brecha digital en 
nuestro país, y demuestra cómo este fenómeno golpea especialmente a las familias más 
empobrecidas. De la Encuesta de equipamiento y uso de TIC de 2019 de este organismo se 
recogen las siguientes conclusiones: 

Por lo que respecta al acceso a internet, los menores que conviven en hogares con rentas 
más bajas tienen mayores posibilidades de ver limitado el acceso a internet. La Encuesta 
de referencia concluye que el 9,2 por 100 de hogares con hijos con ingresos netos iguales 
o inferiores a 900 euros mensuales carecen de acceso a internet, lo que supone cerca de 
100.000 hogares en esta situación. Son hogares que no pueden afrontar este gasto. Sin 
embargo, en los hogares con mayores ingresos (3.000 o más euros al mes) la cifra desciende 
al 0,4 por 100, un porcentaje muy residual. 

En cuanto a los dispositivos utilizados para acceder a internet, dicha encuesta concluye que 
en España, el 83 por 100 de los hogares con menos ingresos tienen acceso a internet a través 
de dispositivo móvil, menos de 6 puntos por debajo del tramo de ingresos más alto. Por el 
contrario, el acceso a una línea fija de banda ancha, más costoso respecto del móvil, genera 
una brecha de 23 puntos porcentuales: uno de cada cinco hogares con ingresos más bajos 
no dispone de este tipo de conexión. Como resultado de esta disparidad, hay alrededor de 
235.000 hogares vulnerables que solo tienen acceso a internet a través de su móvil. También 
señala la Encuesta que uno de cada cinco hogares con rentas netas iguales o inferiores a 
900 euros mensuales carecen de ordenador. Y tampoco las cifras mejoran en el caso de las 
tablets: uno de cada dos hogares con niños del tramo de ingresos señalado tampoco tiene 
acceso a este tipo de dispositivo.

Estos datos confirman que la brecha digital afecta, por tanto, al alumnado más empobrecido, 
colocándolo en una situación de desventaja con respecto al resto de sus compañeros. A 
lo anterior hay que sumar que las familias de estos alumnos, por regla general, tienen un 
menor nivel educativo y competencias digitales, con lo que las posibilidades de ayudar y 
orientar a sus hijos en el uso de las TIC se encuentran muy limitadas o son prácticamente 
inexistentes.

Esta brecha digital entre la población más desfavorecida quedó evidenciada tras la declaración 
del Estado de alarma por el Gobierno de la Nación. La pandemia ha puesto de manifiesto 
la existencia, ya anterior a la misma, de una brecha digital sufrida por la población más 
vulnerable o, lo que es lo mismo, una brecha social que ahora se manifiesta de esta manera 
y que pone de relieve la necesidad de implementar las medidas adecuadas para paliar esta 
lacra que, una vez más, golpea a quienes se encuentran en una situación económica y social 
más precaria. 

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, acordó la suspensión de la actividad 
académica presencial en todo el Sistema educativo español. De este modo, el 16 de marzo 
de 2020 se produjo un abandono prematuro de la escuela y un parón de la actividad docente 
presencial que obligó a muchos alumnos y alumnas a desconectarse súbitamente de las 
aulas y a interrumpir su proceso educativo, produciendo una emergencia educativa nunca 
conocida. 

Ante este escenario, la Consejería de Educación y Deporte de la Junta de Andalucía 
aprobó unas instrucciones donde se contenían las directrices con el objeto de favorecer la 
continuidad de los procesos de enseñanza-aprendizaje y donde se señalaba que serían los 
centros educativos los que deberían adoptar las medidas más adecuadas para garantizar su 
continuidad atendiendo, entre otros factores, a la edad del alumnado, la tipología del centro, 
la etapa y el tipo de enseñanza.
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De forma precipitada e improvisada la enseñanza se trasladó de las aulas al ámbito digital. 
De un día para otro los equipos educativos, el profesorado y el alumnado se enfrentaron 
al reto de continuar las enseñanzas a distancia. Una realidad para la que la comunidad 
educativa no se encontraba preparada. 

El estado de alarma, por tanto, obligó a una precipitada y no programada digitalización de 
la enseñanza sin salvar un obstáculo previo: la brecha digital producto de las desigualdades 
socioeconómicas del alumnado más desfavorecido. El confinamiento y la suspensión de la 
actividad docente presencial no han hecho más que agudizar la segregación educativa 
previa a la pandemia así como las desigualdades que ya existían con el alumnado más 
vulnerable. Y ello ha propiciado igualmente el abandono escolar temprano y otros riesgos 
que conlleva la exclusión social en la que se encuentran muchas familias. 

No olvidemos que la presencia en las aulas es un instrumento de socialización y representa 
una singular herramienta en la lucha contra el absentismo escolar, y las metodologías 
de enseñanza a distancia solo podrán funcionar cuando el alumno o alumna cuente con 
aparatos tecnológicos, una buena conectividad y altas competencias digitales. El problema 
es, como ya hemos apuntado, que los niños y niñas que viven en familias con menos rentas, 
tienen menos posibilidades de seguir este tipo de enseñanza en condiciones de igualdad y de 
forma equitativa. A lo anterior hay que sumar las dificultades de prestar apoyo personalizado 
por parte del profesorado cuando el alumnado carece de los dispositivos y conexiones de 
referencia.

En este contexto, parece evidente que muchos alumnos no habrán podido culminar con éxito 
la finalización del curso 2019/2020; se habrán quedado en el camino. Y no porque no hayan 
querido seguir las enseñanzas de manera telemática, sino porque, sencillamente, no han 
podido. Sus familias no cuentan con ordenador o tablet, a lo sumo un teléfono móvil para 
todos los miembros de la unidad familiar, no tienen conexión a Wifi en sus hogares o solo 
disponen de datos móviles limitados que han debido compartir con el resto de hermanos. A 
lo que hay que sumar, como hemos señalado, la carencias o insuficiencia de competencias 
digitales de muchos padres y madres para poder acompañar al alumnado en las tareas 
escolares de la enseñanza online. 

Esta situación se ha hecho patente en muchas zonas desfavorecidas y pobres de nuestra 
comunidad autónoma. Y así lo han percibido las familias como se demuestra en una encuesta 
realizada por la ONG Save The Children25, según la cual el 31 por 100 de las familias en 
situación de vulnerabilidad encuestadas manifestaron su temor porque sus hijos pudieran 
suspender alguna asignatura frente al 14 por 100 de las familias no vulnerables; el 27 por 
100 creía que tendría que repetir frente al 9 por 100; y un 12 por 100 de las vulnerables a las 
que se les realizó la encuesta pensaba que sus hijos podrían repetir curso frente a un 3,4 por 
100 de familias normalizadas.

La problemática expuesta ha tenido su reflejo en las demandas que nos ha dirigido 
la ciudadanía desde que se declaró la pandemia. Como ejemplo, traemos a colación la 
argumentación expuesta por una asociación de padres y madres de un centro educativo 
ubicado en una de las zonas más empobrecidas de España. Este era su testimonio: 

“Que desde que el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, acordando la 
suspensión de la actividad académica presencial en todo el sistema educativo… el COLEGIO… ha 
realizado enormes esfuerzos para garantizar la continuidad del proceso de aprendizaje de nuestros 
niños, pero la realidad con la que se encuentra debido a la GRAN BRECHA DIGITAL existente en el 
alumnado del colegio impone serias limitaciones para esto. Donde más del 50% de los niños no 
tienen conexión Wifi en sus casas.

25 Save The Children. “La crisis económica y social: el impacto de la emergencia en la vida de la infancia y las familias”. https://
www.savethechildren.es/actualidad/encuesta-impacto-coronavirus-hogares-menos-recursos

https://www.savethechildren.es/actualidad/encuesta-impacto-coronavirus-hogares-menos-recursos
https://www.savethechildren.es/actualidad/encuesta-impacto-coronavirus-hogares-menos-recursos
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Un centenar de alumnos solo pueden conectarse con datos móviles limitados los cuales en 
pocos días agotan los planes de las familias y un 10 % de todo el alumnado no cuenta ni con 
conexión Wifi ni con datos móviles. Lo que lleva a estar desconectado de los profesores y de sus 
compañeros de clases. Y aunque el colegio ha adoptado planes de comunicación telefónica entre 
alumnos y profesores, consideramos que esta forma no garantiza la continuidad de los procesos 
de enseñanza aprendizaje, antes bien conlleva a considerables desgastes de los docentes.

Que …..................... donde vivimos las familias del Colegio, es el barrio más pobre de toda 
España..................Y que ante la grave crisis económica que ha provocado el estado de alarma debido a 
la pandemia de coronavirus Covid-19 ha acrecentado aún más la situación de pobreza y marginalidad 
en nuestra zona. Lo que lleva a que esta BRECHA DIGITAL se agigante debido a que más de un 76% 
de las familias, es decir, 152 niños NO cuentan con ordenadores ni con Tablets para que puedan 
acceder a la plataforma educativa de la Consejería de Educación y Deporte basada en la tecnología 
Moodle. Ha sido imposible para nuestros niños durante este tiempo interactuar con sus profesores 
y compañeros a través de un sistema de videoconferencia, o clases online síncronas. Todo esto 
resumido a que ni todos los padres tenemos ordenadores a disposición de nuestros hijos, ni todos 
los niños cuentan con teléfonos móviles, ni todas las familias pueden pagar conexión wifi o acceso 
a datos ilimitados. Es importante resaltar que hay alumnos que se están quedando en el camino”.

3.- Pobreza, pandemia y derecho a una vivienda: El Derecho a la vivienda se ha visto 
comprometido también con la COVID-19. Si antes de la pandemia ya eran acuciantes las 
dificultades en el acceso y mantenimiento en una vivienda digna que sufre una parte de la 
población, a consecuencia de la importante crisis de este derecho que venimos arrastrando 
desde 2008, la imposibilidad de obtener ingresos o su pérdida de la noche a la mañana para 
muchas personas y las pesimistas previsiones económicas a consecuencia de las medidas 
adoptadas para hacer frente a esta grave crisis sanitaria, han empeorado el problema y ha 
puesto también de manifiesto como se han acrecentado las desigualdades socioeconómicas 
entre amplios sectores de la población.

Han sido muchas las familias con escasos recursos económicos que se han dirigido a esta 
Institución para reivindicar su derecho a una vivienda, tanto para acceder a ella como para 
permanecer en la que ocupan y constituye su residencia habitual, contemplado no solo como 
un lugar donde vivir, sino como hogar dotado de confortabilidad, espacio, luz y seguridad 
para ellas y sus hijos e hijas. Citemos algunos ejemplos: 

a) “Somos una familia de 4 miembros, en mala situación económica y agravada por la situación 
actual. Hemos pagado todos los meses de alquiler y la situación de desahucio se produce por falta de 
pago de algunos recibos de agua. (…) El procedimiento está aplazado por el estado de emergencia. A 
mediados del mes de abril el propietario nos ha mandado un burofax donde dice que tenemos que 
abandonar el piso por fin de contrato el 31 de Mayo. Nuestra situación es de desamparo, sin tener 
ninguna otra vivienda ni posibilidad de costear ni encontrar ningún piso para mudarnos; por todo 
queríamos saber como debemos proceder.” 

b) “Tengo un problema de lanzamiento por falta de pago de Emvisesa que era para el día 
14 de abril de 2020. Pues no se ha llevado a cabo por la pandemia. Pero cuando comience 
la normalidad, tendré que irme del domicilio donde habito. Le comento que soy madre 
sola con un hijo a cargo, sin recibir ninguna pensión del padre del niño. A la vez trabajo 
vendiendo en los mercadillos ropa de segunda y a veces limpiando en una casa de una 
señora, que es por horas y eso solo me alcanza medio comer y comprar comida y ropa 
y limpieza de mi hijo.(...) Actualmente estoy mucho peor que antes, me quedé sin vender 
en los mercadillos, sin ninguna ayuda y solo recibo alimentos de la Cruz Roja, sin ningún 
ingreso.” 

A lo largo de 2020 el Gobierno de España ha ido adoptando una serie de medidas para, entre 
otros fines, aliviar la situación de muchos hogares cuyo derecho a la vivienda se encuentra 
en serio peligro.
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Como primera medida adoptada por el Gobierno en 2020 debemos citar la nueva prórroga 
de la suspensión de los desahucios derivados de ejecuciones hipotecarias que afectan a 
personas en situación de especial vulnerabilidad probada antes de la declaración del Estado 
de alarma por el Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud pública. Mediante 
este Real Decreto-ley se modificó la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la 
protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, la cual 
estableció en su día la suspensión de estos lanzamientos, suspensión que fue prorrogada en 
sucesivas ocasiones, estando prevista su finalización en mayo de 2020.

Con esta reforma, el citado Real Decreto-ley ha ampliado el plazo de suspensión de los 
lanzamientos cuatro años más, hasta mayo del año 2024, y ha ajustado el concepto de 
colectivo vulnerable a fin de incluir a deudores que, a pesar de encontrarse en una situación 
de especial vulnerabilidad, no estaban amparados por la anterior suspensión. Estas personas 
son, con la norma actualmente en vigor, entre otras, aquellas pertenecientes a familias 
numerosas, familias monoparentales con hijos a cargo o de las que forme parte un menor 
de edad. 

Por otro lado, durante la situación especial de estado de alarma, se suspendieron las 
actuaciones judiciales y los plazos procesales y, por tanto, de los desahucios que estuvieran 
en marcha. Una vez levantada dicha suspensión por la finalización del estado de alarma, 
entraba en juego una de las principales medidas adoptadas por el Gobierno en el Real Decreto 
Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 
el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, la introducción de un periodo de 
suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos cuando afecten a personas 
arrendatarias vulnerables sin alternativa habitacional. Así, en el artículo 1 se establecía que 
cuando la persona arrendataria acreditase ante el juzgado encontrarse en una situación 
de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la 
expansión de la COVID-19 y por ello no encontrar una alternativa habitacional, se iniciaría 
una suspensión extraordinaria del acto de lanzamiento hasta que se adopten las medidas 
que los servicios sociales competentes estimasen oportunas, por un periodo máximo de seis 
meses desde la entrada en vigor del citado Real Decreto-Ley, esto es, el 2 de octubre.

Por contra, al finalizar el estado de alarma y reanudarse los plazos procesales, volvieron a 
ponerse en marcha los procedimientos y lanzamientos que habían quedado paralizados y 
que no podían acogerse a la referida medida del Gobierno por no derivar de arrendamiento 
de viviendas al amparo de la LAU o porque los afectados no cumplían los requisitos para 
ello, como los lanzamientos por ocupaciones en precario.

Posteriormente, el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes para 
hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la vivienda 
y en materia de transportes, ha prorrogado y modificado algunas medidas para evitar 
desahucios de personas vulnerables, completando así algunas lagunas en la protección de 
las personas más vulnerables.

Con la última reforma de 2020, además de establecer una nueva prórroga de la suspensión 
de los desahucios de personas vulnerables que no tengan alternativa habitacional, que pasa 
de finalizar en enero de 2021 a estar vigente hasta el 9 de mayo de 2021, se matizan los 
requisitos para acceder a dicha suspensión y se crea un nuevo supuesto de paralización 
de desahucios en caso de vivienda habitadas sin contrato de alquiler. Será necesario para 
poder suspender el lanzamiento que se trate de viviendas que pertenezcan a personas 
jurídicas o a personas físicas titulares de más de diez viviendas que no sean ni primera ni 
segunda residencia de ninguna persona; las familias habrán de encontrarse en situación 
de vulnerabilidad económica y tienen que contar con algún miembro dependiente, víctima 
de violencia de género o menores a cargo; y se excluye esta posibilidad cuando la entrada 
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haya sido consecuencia de un delito si se realizan actividades ilícitas en su interior o si se ha 
accedido al inmueble a partir de la fecha de entrada en vigor del Decreto-Ley.

Sin embargo, desde el 2 de octubre al 22 de diciembre ha habido un periodo en el que no ha 
habido ninguna suspensión a la que acogerse ni siquiera en caso de desahucios derivados 
de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos (LAU).

En todo caso, tanto si es de aplicación la suspensión de los desahucios en un caso concreto 
como si no lo es, la doctrina y jurisprudencia nacional e internacional dispone que cuando 
hay personas en situación de vulnerabilidad no debe llevarse a cabo el lanzamiento de la 
vivienda sin que se disponga de una alternativa habitacional.

4.- Pobreza, pandemia y derecho a la protección para los jóvenes extutelados

Esta Institución ha venido poniendo de manifiesto en muchos foros las enormes 
dificultades e importantes retos con los que se encuentran los chicos y chicas que se 
ven obligados a abandonar el Sistema de protección al cumplir la edad de 18 años, y los 
elevados riesgos de que aquellos entren en la marginación y en la exclusión social si no se 
les continua prestando apoyo y acompañamiento. Corren el riesgo de caer bajo las mafias u 
organizaciones delictivas, siempre ávidas de sacar el mayor provecho y la mayor explotación 
de las personas 

El problema resulta más acuciante para los jóvenes migrantes al carecer de referentes 
familiares en nuestro país, también por las dificultades para obtener o prorrogar su 
documentación, si la hubieran obtenido, a lo que habría de añadir las limitaciones para 
obtener medios básicos de subsistencia a través de un trabajo como consecuencia de las 
trabas para acceder a la preceptiva autorización de trabajo.

La crisis de la COVID-19 ha afectado de forma sustancial a la inserción social y laboral de 
los jóvenes pero en el caso de los jóvenes migrantes ha agravado también su situación de 
vulnerabilidad y su riesgo de pobreza y exclusión social. La pérdida del empleo, la falta de 
protección social, las dificultades para el acceso a la vivienda o los problemas derivados 
de su situación administrativa se han visto incrementados también por la irrupción de las 
pandemia.

Estos jóvenes ni siquiera se han podido beneficiar de una de las más significativas medidas 
aprobadas por el Gobierno para luchar contra la pobreza, esto es, el Ingreso Mínimo Vital, y 
ello por cuanto el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, regulador de esta prestación, ha 
elevado a 23 años la edad para poder acceder a la misma. 

6.5 Soluciones para un problema estructural: enfoque de infancia en todas las políticas 
públicas

6.5.1 Algunas medidas y acciones para paliar la pobreza infantil

Desde que se decretó el Estado de alarma y se paralizó la actividad económica en nuestro país 
con las medidas de contención para evitar la propagación del SARS-CoV-2, se han aprobado y 
puesto en práctica un conjunto de actuaciones públicas dirigidas al sostenimiento de rentas de las 
familias. Iniciativas que han tenido como propósito principal paliar la grave situación en la que se 
han encontrado y se encuentran muchas familias principalmente por la pérdida del empleo de sus 
miembros, motivada por la paralización de numerosos sectores de la economía española tras la 
pandemia.

Traemos a colación algunas de las mencionadas iniciativas que se han puesto en marcha desde 
distintos ámbito.
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